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2.2 Evaluación 
 
Conforme con lo dispuesto por las normas citadas y en aplicación del Principio de 
Publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública contenida en documentos escritos o en cualquier otro 
formato es de acceso público, por lo que las restricciones o excepciones 
injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental de toda 
persona al acceso a la información pública. 
 
En atención a dicho principio, el Tribunal Constitucional ha señalado, en el 
Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, 
que:  
 
 “De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación 
de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con 
cobertura constitucional, la excepción (STC N.° 02579-2003-HD/TC), de ahí que 
las excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente fundamentadas". 
 
Por otro lado, en el último párrafo del Fundamento 11 de la sentencia recaída en 
el Expediente N° 1797-2002-HD/TC, dicho colegiado ha señalado que 
corresponde al Estado acreditar la necesidad de mantener en reserva la 
información que haya sido solicitada por un ciudadano, debido a que posee la 
carga de la prueba:  
 
“De manera que, si el Estado no justifica la existencia del apremiante interés 
público para negar el acceso a la información, la presunción que recae sobre la 
norma o acto debe efectivizarse y, en esa medida, confirmarse su 
inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la prueba acerca de la 
necesidad de mantener en reserva el acceso a la información ha de estar, 
exclusivamente, en manos del Estado”.  (subrayado nuestro). 
 
En ese sentido, de las normas y los pronunciamientos expuestos por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso dicha 
información corresponda a un supuesto de excepción previsto en los artículos 15 
a 17 de la Ley de Transparencia, constituye un deber de las entidades acreditar 
dicha condición debido a que poseen la carga de la prueba. 
 
Con relación a la aplicación de las excepciones al derecho de acceso a la 
información pública regulada en el artículo 18 de la Ley de Transparencia, en el 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 02579-2003-HD/TC, 
el Tribunal Constitucional ha señalado que: 
 
“(…) Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, la 
presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa medida, 
confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la 
prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la información 
ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado”. (subrayado nuestro). 
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Cabe añadir que en el Fundamento 9 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
07440-2005-PHD, el Tribunal Constitucional ha precisado que las entidades están 
obligadas a entregar información con la que deben contar, a pesar de no poseerla 
físicamente: 
 
“[..] es razonable entender que una copia de dicha información obre en sus 
archivos, pues se trata de información que, por su propia naturaleza y las 
funciones que cumple, tiene el deber de conservar. Además, estima que, si 
físicamente no la tuviera, puede perfectamente solicitarse o, en su defecto, 
ordenar su entrega.”  (subrayado nuestro). 

 
Ahora bien, conforme se advierte de autos, el recurrente solicitó copia de 
documentos referidos a la Comisaría PNP de la Provincia de Concepción en el 
Departamento de Junín, referidos a: la carta funcional del Comisario PNP, el MOF 
y MAPRO, relación de papeletas impuestas, última resolución de nombramiento 
al grado de Comandante y copia de los planes operativos de los meses de enero 
a diciembre de 2021 con referencia a medidas preventivas y protección a la 
ciudadanía conforme al detalle de su solicitud.  
 
Por tanto, se advierte que el recurrente solicita documentación que posee la 

entidad por ser parte de su gestión administrativa interna, advirtiéndose que el 

pedido del recurrente no fue atendido conforme a ley, habiendo omitido comunicar 

la entidad que no contaba con la información solicitada, no tenía la obligación de 

poseerla o que, de mantenerla en su poder, esta se encontraba contemplada en 

algún supuesto de excepción al derecho de acceso a la información pública 

previsto por la Ley de Transparencia, toda vez que a la fecha el requerimiento de 

información no ha sido materia de respuesta por parte de la entidad. 

 
Consecuentemente corresponde que la entidad entregue la información solicitada, 
sin embargo respecto al Punto 5 de la solicitud referido la copia de los planes 
operativos de los meses de enero a diciembre de 2021 referido a realizar medidas 
preventivas y de protección ciudadana, se deberán entregar siempre que dichos 
planes no constituyan información reservada conforme a lo establecido en el literal 
a) del numeral 1 del artículo 16 de la Ley de Transparencia.   
 
En consecuencia, se concluye que la información solicitada por el recurrente es 
de acceso público, por lo que corresponde entregar al administrado la información 
solicitada conforme a lo indicado en la presente resolución, o de ser el caso, se 
debe comunicar de forma clara, precisa y veraz, debidamente acreditada su 
inexistencia. 
 

Finalmente, en virtud a lo establecido por el artículo 35° del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, aprobado por el Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, en aplicación de la 
Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a cada entidad determinar la 
responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus funcionarios y/o servidores 
por la comisión de presuntas conductas infractoras a las normas de transparencia y 
acceso a la información pública. 

Asimismo, el artículo 4 de la Ley de Transparencia, señala que todas las entidades de la 

Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente norma y 

que los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a que 

se refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo ser 

incluso denunciados penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a que 

hace referencia el artículo 376° del Código Penal.  
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Además, el artículo 368 del Código Penal establece que el que desobedece o resiste la 

orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones, 

salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de tres ni mayor de seis años. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y el numeral 1 del artículo 7 del Decreto 

Legislativo Nº 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección de Datos 

Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses, y ante la ausencia de la Vocal 

Titular de la Primera María Rosa Mena Mena por descanso físico, interviene en la 

presente votación la Vocal Titular de la Segunda Sala de esta instancia Vanesa Vera 

Muente4;   

SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por  

en consecuencia, ORDENAR a la COMISARÍA DE LA 
PROVINCIA DE CONCEPCIÓN – JUNÍN – POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ que 
entregue la información solicitada por el recurrente conforme a los fundamentos 
expuestos en la parte considerativa de la presente resolución o de ser el caso, se debe 
comunicar de forma clara, precisa y veraz, debidamente acreditada su inexistencia, bajo 
apercibimiento de que la Secretaría Técnica de esta instancia, conforme a sus 
competencias, remita copia de los actuados al Ministerio Público en caso se reporte su 
incumplimiento, en atención a lo dispuesto por los artículos 368 y 376 del Código Penal. 

Artículo 2.- SOLICITAR la COMISARÍA DE LA PROVINCIA DE CONCEPCIÓN – JUNÍN 

– POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ que, en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, 

acredite la entrega de la respectiva información a . 

Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la notificación de la presente Resolución a  

 y a la COMISARÍA DE LA PROVINCIA DE CONCEPCIÓN – 
JUNÍN – POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
18 de la norma señalada en el artículo precedente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
4  En mérito a la Resolución N° 031200212020 del 13 de febrero de 2020 y al acta de Sala Plena de fecha 3 de agosto 

de 2020 y el Reglamento del Tribunal de Transparencia aprobado por Resolución Ministerial 161-2021-JUS.  
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Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 

 
ULISES ZAMORA BARBOZA 

Vocal Presidente 
        
                                                                                                             
 

                                                                                           
  PEDRO CHILET PAZ         VANESA VERA MUENTE 

                          Vocal                           Vocal 
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